TUTELA DE 1ª INSTANCIA

RADICACIÓN: 66001 22 04 003 2019 00029

ACCIONANTE: CARLOS HUMBERTO MARTÍNEZ OSPINA VS. JUZGADO 1º PENAL DEL CIRCUITO  Y OTROS 

ASUNTO: REMITE POR COMPETENCIA 


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
ACCIÓN DE TUTELA / COMPETENCIA / LA DETERMINAN LOS DERECHOS 2591 DE 1991, 306 DE 1991 Y 1382 DE 2000 / CONTRA AUTORIDAD DEL ORDEN NACIONAL (NIVEL CENTRAL DEL INPEC) ES COMPETENTE JUEZ DE CIRCUITO.
Los parámetros que permiten deducir la competencia del Juez Constitucional están inmersos no solo en el Decreto Legislativo 2591 de 1991, sino en los expedidos a la luz de la facultad reglamentaria deferida al ejecutivo, esto es los Decretos 306 de 1991 y 1382 de 2000, junto con su interpretación jurisprudencial.

Por su parte el artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015 modificado por el artículo 1º del Decreto 1983 de 2017, señaló lo pertinente al reparto de la acción de tutela, así: 

“(…) 2. Las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier autoridad, organismo o entidad pública del orden nacional serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a los Jueces del Circuito o con igual categoría”. (…)
No obstante la informalidad de la acción de tutela y pese a que el señor Carlos Humberto Martínez Ospina, en el escrito introductorio, involucra al Juzgado 1º Penal del Circuito de Pereira, esta Sala no evidencia situación alguna de donde pueda desprenderse amenaza o vulneración de derecho fundamental por su parte, toda vez que la solicitud de traslado de centro carcelario que reclama el actor por tener “arraigo procesal penal” en la ciudad de Pereira y lograr “entrevistarse personalmente con su abogado” para presentar nuevas pruebas en su defensa, recae exclusivamente en las autoridades del INPEC  a nivel nacional.
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1. ASUNTO

Mediante este pronunciamiento, la Sala define lo pertinente en relación con la competencia funcional para conocer de la presente acción de tutela.

2. ANTECEDENTES  
Procedente de la oficina de la Administración Judicial Reparto, se recibe la tutela promovida por el señor Carlos Humberto Martínez Ospina en contra de la Dirección General del INPEC, Defensoría del Pueblo de Boyacá, Procuraduría Regional de Boyacá, Dirección Regional del INPEC de Pereira, Personería Municipal de Cómbita, Boyacá, Procuraduría Regional de Risaralda, Defensoría del Pueblo Regional Risaralda, Directora de la Cárcel de Alta y Mediana Seguridad de Cómbita Boyacá y el Juzgado 1º Penal del Circuito de Pereira, por considerar vulnerados sus derechos fundamentales a la defensa y el debido proceso. 

Del escrito introductorio de la demanda de tutela se extrae lo siguiente: i) que el señor Carlos Humberto Martínez Ospina se encuentra privado de su libertad en la cárcel de Cómbita, Boyacá, por la condena impuesta por parte del Juzgado 1º Penal del Circuito de Pereira, dentro del radicado No.66001-6000105201100014, ii) su abogado, el Dr. Orlando Gutiérrez Guerrero adscrito a la Defensoría del Pueblo de Risaralda, iii) el actor no cuenta con los recursos económicos para desplazarse a la ciudad de Pereira con el fin de entrevistarse con su defensor y exponerle las nuevas pruebas con las que cuenta para demostrar su inocencia, aunado a que en su contra hay varias investigaciones por calumnia e injuria según denuncia de la que llamó el actor “falsa víctima” (sic) iv) hace más de cinco (5) años que el INPEC ha impedido que se entreviste personalmente y en privado con el abogado Orlando Gutiérrez Guerrero, según el por retaliación de funcionarios del INPEC en contra de los cuales el actor ha instaurado varias denuncias, especialmente, los de las cárceles de Ibagué, Popayán, Calarcá, Guaduas y Acacías.
El accionante consideró que al no ser trasladado a la ciudad de Pereira se vulneran los siguientes: i) a entrevistarse personalmente con su abogado con el fin de acceder a la justicia adecuada y efectiva defensa técnica y material, lo que se refleja en los traslados que el INPEC ha realizado a cárceles cada vez más lejanas a su ciudad de “arraigo procesal penal” como lo es Pereira, ii) impedimento a adelantar acciones de reclamación de reparación integral por la detención prolongada injustificada, las graves agresiones, torturas y otros delitos en los cuales ha sido víctima  a manos de “organizaciones criminales que laboran en el INPEC especialmente en la penitenciaria de Acacías, Meta y Guaduas, Cundinamarca” (sic) , iii) al derecho fundamental de petición, toda vez que las entidades accionadas no han resuelto sus solicitudes de traslado y considera que la respuesta emitida por la Dirección del INPEC de Bogotá amenaza sus garantías procesales y derecho a la defensa cuando le indican que debe solicitar visitas virtuales o que utilice el teléfono para llamar su defensor, iv) señala que el Juzgado 1º Penal del Circuito de Pereira nada efectivo ha realizado, durante cinco años, para procurar su entrevista personal con el abogado Orlando Gutiérrez Guerrero, pese a haber purgado más de las 3/5 partes de la condena impuesta por ese despacho a sabiendas de su inocencia, según lo expuesto en el recurso de apelación en contra de la sentencia condenatoria.

Solicitó que se practique como pruebas, las siguientes: i) que el juez que conozca de esta tutela programe una audiencia virtual con el fin de ratificarse de los hechos y pretensiones de la presente demanda de amparo, ii) que se practique entrevista al abogado Orlando Gutiérrez Guerrero para que aporte las pruebas que indiquen que desde hace 5 años  no se entrevista con él, pese a los múltiples pedimentos que en ese sentido ha realizado, o que indique por escrito tal situación.  

Señaló como derechos fundamentales vulnerados la defensa técnica y material, debido proceso, derecho a la cercanía e inmediatez procesal, dignidad humana, igualdad ante la ley y libertad, y los demás derechos que el juzgado considere como afectados.

En el acápite de pretensiones, relacionó las siguientes: i) se practiquen todas la pruebas solicitadas y las que sean necesarias en aras de verificar y comprobar los hechos expuestos; ii) se allegue copia íntegra de esta acción de tutela junto con las respuestas de los accionados y vinculados con el fin de adelantar las denuncias correspondientes en caso de que en su contra respondan “falsedad ideológica” (sic) frente a esta acción de tutela o lo acusen falsamente de temeridad; iii) se corra traslado de esta tutela a su abogado Dr. Orlando Gutiérrez Guerrero Defensor Público para que se pronuncie al respecto; iv) tutelar los derechos vulnerados  antes indicados.

v) Como medida cautelar solicitó que se solicite el traslado para la Cárcel  de la 40 de Pereira para que allí se le permita y facilite entrevistarse personalmente y en privado con su defensor el Dr. Orlando Gutiérrez Guerrero, para que se le garanticen su defensa en el proceso radicado No.6600160010520110011 y la cercanía e inmediatez procesal.
vi) Se exhorte a los accionados no tomar retaliaciones ni represalias en su contra por esta acción de tutela, evitando toda amenaza o prolongación de la vulneración de los derechos incoados y así mismo, solicitó textualmente “se les exhorte a no palanquearme un traslado a cárceles lejanas o distintas a mi ciudad de arraigo procesal”.
El actor hizo una aclaración, la cual se relaciona textualmente: “ningún funcionario de los que conozco en la Cárcel de Alta y Mediana Seguridad de Cómbita está señalado actualmente por delitos donde soy víctima; los delitos graves ya denunciados de los que he sido víctima, fueron cometidos principalmente por una banda criminal de la que hacen parte funcionarios INPEC adscritos a la penitenciaría de Acacías, Meta” 

3. CONSIDERACIONES 

3.1. Los parámetros que permiten deducir la competencia del Juez Constitucional están inmersos no solo en el Decreto Legislativo 2591 de 1991, sino en los expedidos a la luz de la facultad reglamentaria deferida al ejecutivo, esto es los Decretos 306 de 1991 y 1382 de 2000, junto con su interpretación jurisprudencial.

Por su parte el artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015 modificado por el artículo 1º del Decreto 1983 de 2017, señaló lo pertinente al reparto de la acción de tutela, así: 

“Para los efectos previstos en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, conocerán de la acción de tutela, a prevención, los jueces con jurisdicción donde ocurriere la violación o la amenaza que motivare la presentación de la solicitud o donde se produjeren sus efectos, conforme a las siguientes reglas:

(…) 2. Las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier autoridad, organismo o entidad pública del orden nacional serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a los Jueces del Circuito o con igual categoría.

3. Las acciones de tutela dirigidas contra las actuaciones del Presidente de la República, del Contralor General de la Republica, del Procurador General de la Nación, del Fiscal General de la Nación, del Registrador Nacional del Estado Civil, del Defensor del Pueblo, del Auditor General de la Republica, del Contador General de la Nación y del Consejo Nacional Electoral serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a los Tribunales Superiores de Distrito Judicial o a los Tribunales Administrativos.

4. Las acciones de tutela dirigidas contra las actuaciones de los Fiscales y Procuradores serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, al respectivo superior funcional de la autoridad judicial ante quien intervienen. Para el caso de los Fiscales que intervienen ante Tribunales o Altas Cortes, conocerán en primera instancia y a prevención, los Tribunales Superiores de Distrito Judicial o las Salas Disciplinarias de los Consejos Seccionales de la Judicatura. Para el caso de los Procuradores que intervienen ante Tribunales o Altas Cortes, conocerán en primera instancia y a prevención, los Tribunales Administrativos o las Salas Disciplinarias de los Consejos Seccionales.”  (Subrayas nuestras)


3.2. La Corte Constitucional en el Auto 124 del 25 de marzo de 2009 estableció, entre otras precisiones, que el Decreto 1382 de 2000 no constituye una regla de competencia sino de reparto de los asuntos de tutela, de manera que el funcionario a quien se le distribuya un determinado asunto no puede abstenerse de asumir su conocimiento pretextando falta de competencia
. Este criterio sin embargo comenzó a ser morigerado, y a través de un nuevo pronunciamiento plasmado en el Auto 198 del 28 mayo de 2009, aclaró en qué eventos es posible dirimir el supuesto conflicto de competencia aplicando las reglas del decreto 1382, y al efecto señaló la primera eventualidad, cuando el conocimiento de una demanda de tutela contra una alta Corte se le asigna a un funcionario judicial distinto de sus miembros. La segunda, cuando una tutela contra providencia judicial se reparte a un despacho diferente del superior funcional de quien la dictó.

3.3. No obstante la informalidad de la acción de tutela y pese a que el señor Carlos Humberto Martínez Ospina, en el escrito introductorio, involucra al Juzgado 1º Penal del Circuito de Pereira, esta Sala no evidencia situación alguna de donde pueda desprenderse amenaza o vulneración de derecho fundamental por su parte, toda vez que la solicitud de traslado de centro carcelario que reclama el actor por tener “arraigo procesal penal” en la ciudad de Pereira y lograr “entrevistarse personalmente con su abogado” para presentar nuevas pruebas en su defensa, recae exclusivamente en las autoridades del INPEC  a nivel nacional.  
3.4. Ahora bien, como el accionante interpuso la acción de tutela en contra de más de una autoridad de diferente nivel, el reparto de la misma se hará al juez de mayor jerarquía
; por lo tanto, al ser la Dirección del INPEC de la ciudad de Bogotá la entidad de mayor nivel, la demanda deberá ser repartida a un juzgado con categoría de Circuito de esta ciudad.
Por lo tanto, es evidente la falta de competencia funcional de la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira para asumir el conocimiento de la acción de tutela y proferir fallo y se ordenará la remisión de las presentes diligencias a la Oficina Judicial para que sean nuevamente repartidas entre los despachos de esa jerarquía. 

DECISIÓN

Por lo expuesto, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira,

RESUELVE:

PRIMERO: DECLARA SU INCOMPETENCIA para conocer de la acción de tutela instaurada el señor Carlos Humberto Martínez y ORDENA la remisión de las presentes diligencias a la Oficina Judicial para que sean nuevamente repartidas entre uno de los despachos judiciales con categoría del Circuito de Pereira.
SEGUNDO: Entérese de esta determinación al accionante, para los fines consiguientes.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
� Teniendo en cuenta lo anterior, en el auto 124 de 2009 se establecieron “las siguientes reglas, las cuales son, simplemente, consecuencias naturales de la jurisprudencia constitucional tantas veces reiterada por esta Corte:  





     Un error en la aplicación o interpretación de las reglas de competencia contenidas en el artículo 37 del decreto 2591 de 1991 puede llevar al juez de tutela a declararse incompetente (factor territorial y acciones de tutela que se dirijan contra los medios de comunicación). La autoridad judicial debe, en estos casos, declararse incompetente y remitir el expediente al juez que considere competente con la mayor celeridad posible. 


     Una equivocación en la aplicación o interpretación de las reglas de reparto contenidas en el Decreto 1382 de 2000 no autorizan (sic) al juez de tutela a declararse incompetente y, mucho menos, a declarar la nulidad de lo actuado por falta de competencia. El juez de tutela debe, en estos casos, tramitar la acción o decidir la impugnación, según el caso. 


Los únicos conflictos de competencia que existen en materia de tutela son aquéllos que se presentan por la aplicación o interpretación del factor de competencia territorial del artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 (factor territorial y acciones de tutela que se dirijan contra los medios de comunicación). 


Estos serán decididos, en principio, por el superior jerárquico común de las autoridades judiciales involucradas o, en su ausencia, por la Corte Constitucional en su calidad de máximo órgano de la jurisdicción constitucional, de conformidad con las reglas jurisprudenciales que hasta el momento se han venido aplicando en esta materia.


Ninguna discusión por la aplicación o interpretación del Decreto 1382 de 2000 genera conflicto de competencia, ni siquiera aparente. Por tanto, en el caso de que dos autoridades judiciales promuevan un conflicto de competencia por este motivo, el expediente será remitido a aquella a quien se repartió en primer lugar con el fin de que la acción de tutela sea decidida inmediatamente, sin que medien consideraciones adicionales relativas a las normas de reparto. Lo anterior no obsta para que esta Corporación o el superior funcional al que sea enviado un supuesto conflicto de competencia, proceda a devolver el asunto, conforme a las reglas de reparto del Decreto 1382 de 2000, en aquellos supuestos en que se presente una distribución caprichosa de la acción de tutela fruto de una manipulación grosera de las reglas de repartos contenidas en el mencionado acto administrativo, como sería el caso de la distribución equivocada de una acción de tutela interpuesta contra una providencia judicial emanada de una de las Altas Cortes.”


� Del mismo modo y con relación a la regla previamente citada, tales excepciones, se presentarían en los casos en los que se advierta una manipulación grosera de las reglas de reparto, como cuando se asigna el conocimiento de una demanda de tutela contra una Alta Corte, a un funcionario judicial diferente a sus miembros; o, necesariamente, siguiendo esa misma directriz, en los casos en que se reparta caprichosamente una acción de tutela contra una providencia judicial, a un despacho diferente del superior funcional del que dictó el proveído.


� Artículo 1º del decreto 1382 de 2000: “Artículo 1º-Para los efectos previstos en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, conocerán de la acción de tutela, a prevención, los jueces con jurisdicción donde ocurriere la violación o la amenaza que motivare la presentación de la solicitud o donde se produjeren sus efectos, conforme a las siguientes reglas:1. Las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier autoridad pública del orden nacional, salvo lo dispuesto en el siguiente inciso, serán repartidas para su conocimiento, en primera instancia, a los tribunales superiores de distrito judicial, administrativos y consejos seccionales de la judicatura. (…) || Cuando la acción de tutela se promueva contra más de una autoridad y éstas sean de diferente nivel, el reparto se hará al juez de mayor jerarquía, de conformidad con las reglas establecidas en el presente numeral.”





